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REF:   REPARACION DIRECTA

DTE:   JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO
DDO: POLICIA NACIONAL Y OTROS
RDO: 05001-33-31-001-2015-1225-00


                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, dos(02) de Julio de dos mil Veinte (2020)
	REFERENCIA
	REPARACION DIRECTA

	RADICADO
	05001-33-31-001-2015-001225-00

	DEMANDANTE
	JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO

	ACCIONANDA
	NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL y RAMA JUDICIAL

	SENTENCIA NRO.
	


	Tema: Responsabilidad patrimonial del Estado/ Características / 


El señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO obrando en nombre propio y en ejercicio del medio de control de REPARACION DIRECTA consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE LA DEFENSA-POLICIA NACIONAL CAJA DE PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE LA POLICIA, NACION RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL-JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE APARTADO Y OTRO con el fin de que se profieran las siguientes: 
DECLARACIONES:
Solicita textualmente el apoderado de la parte demandante lo siguiente:
“PRIMERA: Se declare que son responsables por la retención de dineros por parte de las entidades demandadas NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE LA DEFENSA-POLICIA NACIONAL CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE LA POLICIA, NACION RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL-JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE APARTADO, sin justa causa. 
SEGUNDA: Que se ordene y se reconozca, y reembolse los dineros retenidos sin justa causa por parte de las demandadas con el índice diferencial porcentual entre el incremento el IPC, hasta que se haga efectivo el derecho, teniendo en cuenta que el retroactivo será cancelado desde la fecha en que me fueron realizados dichos descuentos, a pesar de haberlo solicitado en varias ocasiones el reembolso y me fuera negado por la institución Policial, teniendo en cuenta la radicación de la solicitud hasta la fecha que se haga la entrega e indexado a la fecha. 
TERCERA: Como consecuencia de lo anterior declaración se ordene a la Policía Nacional y a la Caja de vivienda militar y de policía, se repare el perjuicio ocasionado con la acción defectuosa de la administración en la omisión del servicio, a reconocer y pagar al actor la diferencia entre lo que se relaciona pagó efectivamente y lo que se le debió haber pagado en virtud de los reajustes. CUARTO: Que se aplique el índice diferencial porcentual del IPC en relación con el incremento del Gobierno Nacional, sobre la base de la asignación mensual de retiro, produciendo el incremento respectivo QUINTO: que como consecuencia a el perjuicio causado, por el daño moral y psicológico, las entidades NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE LA DEFENSAPOLICIA NACIONAL CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE LA POLICIA,NACION RAMA JUDICIAL- DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL-JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE APARTADO, retener dineros sin justa causa, indemnicen al actor en un monto de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes.”

HECHOS
Indica la parte actora que trabajó para la Policía Nacional y actualmente tiene reconocida la Asignación Mensual de Retiro, afirmando que, para el año de 2000, por intermedio de la señora NIDIA DE JESUS CATAÑO ARENAS, el actor fue demandado en proceso de fijación de cuota alimentaria en favor de su hijo JHON FABIO LOPEZ CATAÑO. 
Afirma el demandante que, por cuanto su hijo JHON FABIO LOPEZ CATAÑO, se encontraba viviendo bajo su responsabilidad, presentó al despacho del juzgado PROMISCUO DE FAMILIA DE APARTADO, levantamiento del embargo al que había sido condenado. 
Es así que el Juzgado PROMISCUO DE FAMILIA DE APARTADO hallando méritos y pruebas fehacientes para expedir certificación de levantamiento de dicha medida de embargo, procedió a ordenar al pagador de la policía nacional, dirigido al pagador del valle de Aburra el levantamiento del embargo de la totalidad de “todos los rubros que percibe el señor José Alberto López mazo”.
Sin embargo, afirma el actor que a pesar de ordenar el levantamiento de embargo y habiendo enviado a la Policía Nacional el oficio 410 proveniente del Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado, les importo poco, haciendo caso omiso a dicho mandato, y le continuaron descontando de las cesantías definitivas e indemnizaciones otorgadas por incapacidades o lesiones adquiridas durante el servicio activo en la Policía Nacional. 
Por lo anterior, se efectúo un derecho de petición al juzgado promiscuo de familia para que se le informara el motivo razón o causa por la cual el despacho a sabiendas que existía un levantamiento de embargo en su favor, continúo entregando títulos a la señora NIDIA DE JESUS CATAÑO ARENAS, como lo demuestra en un documento del banco agrario de Apartado; uno en el 2005 y otro en el 2011.
De dicha petición realizada al despacho del Juzgado, después de dos meses recibió respuesta evasiva a lo solicitado donde le manifiestan que no existe títulos a su nombre, igualmente solicitó a la policía nacional para que le reembolsaran los dineros retenidos sin justa causa, a lo que le fue contestado, que no era posible dicho rembolso por el embargo existente, teniendo en cuenta que desde el año 2005 ya había sido levantado. 
Arguye el actor que dichos dineros ni fueron reembolsados y ni enviados al juzgado según lo manifestado por este; y al reclamar a las entidades por los dineros, encuentra que la policía nacional, le tira la pelotica a Vivienda Militar, y Vivienda militar se justifica enviando un documento donde manifiesta haber girado a su favor la suma de un Millón Quinientos Veintinueve mil ochocientos noventa y ocho pesos con tres centavos ($ 1.529.898,03) dineros que nunca fueron llegados a su favor ni a su cuenta personal. 

TRAMITE
Por medio de auto de fecha tres (03) de febrero de 2016 se procedió a admitir la demanda, notificando dicha actuación a las entidades accionadas y al Ministerio Publico (fls. 41 y ss del expediente). Dentro del término para ello las entidades accionadas dieron respuesta a la demanda y propusieron medios exceptivos, de los cuales se dio traslado a la parte actora la cual se pronunció al respecto. ( fls 149-150).
Así las cosas, mediante providencia del veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciséis (2016), se fijó fecha para audiencia inicial, para el día veintisiete (27) de febrero de dos mil diecisiete (2017), la cual se llevó a cabo y en la etapa de excepciones previas, los apoderados de la Caja Promotora de Vivienda Militar y el C. S de la J, frente a la decisión de no declarar prospera la excepción de caducidad, propusieron recurso de apelación, el cual fue concedido en el efecto devolutivo, razón por la cual se envió el recurso al Honorable Tribunal Administrativo, así las cosas, mediante auto de fecha 24 de abril de 2018, se confirmó la decisión adoptada por el Despacho, mediante auto de fecha 25 de julio de 2018, se fijo fecha de continuación de audiencia inicial para el 19 de octubre de 2018, diligencia que se realizó en debida forma, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas. Mediante autos de fecha 29 de noviembre de 2018 y 17 de enero de 2019, se requiero a las partes para gestionar los exhortos decretados en audiencia inicial, así las cosas mediante auto de fecha 29 de marzo de 2019, se puso en conocimiento respuestas a los exhortos No 811, 812, por lo que mediante auto de fecha 23 de mayo de 2019, se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión y se indicó que posteriormente entraría a Despacho para fallo, por el término de veinte (20) días. 
Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.

POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, dentro del término legal establecido, a través de apoderado judicial, contesta la demanda en los siguientes términos (fls 137-147): frente a los hechos afirma que unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente cierto y frente a las pretensiones indica, se opone a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones impetradas por la parte demandante ya que no aporta los suficientes elementos probatorios que puedan comprometer la responsabilidad de la Policía Nacional.
Luego de realizar un análisis detallado y exhaustivo de la jurisprudencia y normativa aplicable al caso concreto, el apoderado de la entidad accionada manifiesta que para el caso concreto deben prosperar las siguientes excepciones:  
-Inexistencia de nexo causal

-Ausencia de responsabilidad

-inexistencia de perjuicios

-Falta de competencia

-Falta de legitimación en la causa por pasiva

Sobre las razones de su defensa, indica que tal como ha sido objeto de pronunciamiento por la jurisprudencia el artículo 90 constitucional no consagra un régimen de responsabilidad y en virtud del principio tura novit curia con el cual cuenta el Juez, señaló que para que se puede declarar administrativamente responsable a la Nación se hace necesario que se presenten los tres elementos constitutivos de dicha responsabilidad a saber:

-Una falla o falta en la prestación del servicio bien sea por omisión, retardo, irregularidad o ausencia de dicha prestación del servicio.
-Un daño que implique una lesión a un bien, jurídicamente tutelable.
-un nexo causal entre el daño y la falta o falla en la prestación del servicio a que la administración esta obligada a prestar.
Sostiene la entidad que no existen las pruebas fehacientes que  permitan demostrar que exista una responsabilidad palpaba en su representada y que corresponde al actor demostrar cuales fueron las fallas y causas que se presentaron, es decir demostrar que exista el nexo de causalidad que conlleva a la responsabilidad del Estado de acuerdo al artículo 167 del C.G.P, el cual señala que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.

Manifiesta el apoderado que en tales condiciones es evidente la ausencia de pruebas en el presente caso que permiten siquiera vislumbrar un indicio de responsabilidad en cabeza de la Policía Nacional, lo que sin duda constituye una falta al deber de la carga de la prueba, presupuesto fundamental en este tipo de acciones.

Bajo los anteriores preceptos, afirma la apoderada que de la Policía Nacional que le corresponde al apoderado del actor demostrar con suficiencia ante la jurisdicción contencioso administrativa que se presenten los elementos de la responsabilidad señalados. Indicando que, para el caso concreto, se puede concluir, que existe ausencia de responsabilidad por parte de la Nación-Ministerio de Defensa Policía Nacional, razón por al cual debe ser eximida de toda responsabilidad la entidad que representa.
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA: mediante apoderada judicial, la entidad accionada manifiesta que, en relación a los hechos unos son ciertos otros no, otros son parcialmente ciertos, en relación a las pretensiones manifiesta oponerse a cada una de ellas y solicita sean rechazadas en su totalidad.
Como argumentos de defensa indica que existe falta de congruencia en los dichos del demandante y trae a colación los hechos expuestos en la solicitud de conciliación prejudicial, señalando que el demandante, invoca responsabilidad del Estado, pero en realidad no demuestra que se imputable al Juzgado Primero Promiscuo de Familia de Apartado, pues más bien obedece a desordenes administrativos en el área de pagaduría de la policía Nacional. Por tanto, para que proceda la declaración de responsabilidad del Estado por error o defectuoso funcionamiento de la administración judicial se deben llenar unos presupuestos, es así que, a partir de la ley Estatutaria, 270 de 1996.

Propone las siguientes opciones:

-Falta de legitimación en la causa por pasiva

-Inexistencia de los presupuestos de la responsabilidad de la administración

-Caducidad
CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA 
Mediante apoderado judicial, y luego de realizar un recuento de los antecedentes y marco normativo aplicable al caso concreto, indica que unos hechos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos.
Como razones de defensa señala que, cuando los miembros de la fuerza publica son retirados de su respectiva fuerza, estos pueden solicitar la devolución de aportes de su cuenta individual dentro de los cuales se encuentran las cesantías. Dicho trámite en el año 2011 se encontraba reglamentado por las resoluciones 00318 de 27 de mayo de 2008, 00379 del 07 de octubre de 2009, resolución No 472 de 2011, en las normas anteriormente citadas, en especial la última, se establecían los documentos que se debían radicar junto al FUP, para realizar el trámite de devolución de cesantías por retiro de la institución, aunado a ello las otras resoluciones reglamentaban lo referente a la seguridad de los tramites en cuanto a la identificación del personal que debía ser el afiliado para la radicación de las solicitudes. 
Por lo anterior, advierte que es importante aclarar que, en el caso de la policía, estos adjuntaban la resolución de retiro, y la resolución de pago de las cesantías se hacia conforme a la hoja de servicios expedida por la Policía Nacional, en el cual se veía reflejado el valor pagado y consignado a favor de los respectivos miembros en su cuenta individual, así como las obligaciones deducibles.
Ahora bien, en relación al caso concreto, indica el apoderado de la entidad que, el demandante se encontraba afiliado a la entidad desde el año 1992, en modalidad de afiliación por prestación de servicios por contrato, posteriormente en el año 2005 por mandato legal pasa a ser afiliado forzoso a la Caja e igualmente se inicia la administración de cesantías.
Indica que para el año 2006 a través de radicado 528207 del 27 de junio de 2006, el actor radicó solicitud de retiro parcial de cesantías, atendiendo que el numero de cuenta es 1003-2866694 en estado vigente y activa desde el año 2001, así mismo, fue a dicha cuenta como resultado del trámite que se pagó el valor de ($8.360.048), tal como consta en la orden de pago no 303975 de 10 de agosto de 2006.
Afirma la entidad que para el año 2010, se radico y se realizó otro trámite de pago a favor del accionante, por concepto de anticipo de cesantías, advirtiendo que se allego el mismo número de cuenta con certificación expedida del banco BANCOLOMBIA, en estado vigente y activa desde el año 2001.

Arguye la entidad accionada que ese mismo año, en el mes de octubre, se conoció la medida cautelar dictada por el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado y por ende procedió a bloquear la cuenta del accionante, no obstante, no se realizó pago por este concepto a favor de dicho despacho, así como ha ninguna cuenta del banco agrario o parecido, durante la afiliación del señor López Mazo a la entidad.
Señala la entidad a través de su apoderado que el demandante radicó derecho de petición el 02 de septiembre de 2011, donde solicitó se le informara porque sus dineros se encontraban bloqueados, así mismo solicitó que le fueran desbloqueados y le fueran consignados en la cuenta no 10032866694, por lo que se le contesto a través del oficio GSAC-63372 del 19 de septiembre del mismo año, indicándole que debía radicar la orden emitida por el Juzgado en la que expreso el levantamiento de la medida cautelar, a lo que la postre sucedió mediante radicado 20110095676, una vez se conoció dicho oficio, desde el 16 de septiembre quedo desbloqueado el porcentaje de 10% que se tenia registrado sobre la cuenta y los valores que por cesantías se encontraban consignados en esta, la cual se comunico por medio de oficio GSAC-68294 de octubre de 2011.
Afirma el apoderado que, el 7 de septiembre de 2011 cuando aún se encontraba bloqueado el 10% de las cesantías que reposaban en la cuenta individual del demandante, este radicó tramite 20110082694 de misma fecha con la finalidad de retirar cesantías, en el que anexo certificación expedida por BANCOLOMBIA, de fecha 02 de septiembre de 2011, en la que se expresa que el numero de la cuenta es 100-328666-94, en estado vigente y activa desde el año 2001, así mismo, fue a dicha cuenta como resultado del trámite que se pagó el valor de ($802.973), a través de autorización de pago no 44061 de 11 de octubre de 2011, tal y como consta en la referida autorización de pago 42676 de 14 de octubre de 2011, una vez se realizo el anterior retiro de cesantías, en la cuenta individual quedo bloqueada el valor de ($1.529.898), cifra que atribuye el demandante nunca fue pagada a su favor y por el contrario girada hacia el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó.
Insiste la parte actora que, no obedece la realidad lo expresado por el demandante, pues el 21 de octubre de 2011, por medio de radicado 20110102158 de misma fecha, cuando ya su cuenta se encontraba totalmente desbloqueada, solicito retiro total de cesantías, aportes y saldos, por retiro del servicio activo, por lo que en aplicación de la ley 962 de 2005, se procedió realizar  el pago de ($1.529.898) a la cuenta no 100-328666-94 a nombre del demandante, la cual siempre ha sido aportada a las solicitudes. Por lo que indica que los dineros reclamados a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, fueron pagados efectivamente a su favor y consignados a su cuenta de ahorro a la cual siempre se le consigno y siempre aportó para los respectivos tramites, todo esto se encuentra debidamente soportado.
Propone las siguientes excepciones:

-Caducidad

-Inexistencia del daño e inexistencia de responsabilidad patrimonial

-Ineptitud de la demanda
ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, se pronuncian la parte demandante la Fiscalía General de la Nación y El Consejo Superior de la Judicatura en los siguientes términos.
1.  PARTE DEMANDANTE: Mediante escrito presentado el 27 de mayo de 2019, visible a folios 263-266, la parte actora se ratifica en los términos expuestos en el libelo de la demandada y una vez realiza un recuento sobre la fundamentación fáctica y probatoria dentro del plenario, concluye manifestando que, en el presente juicio ha proseguido y llegado a la instancia respectiva más que nada caracterizada por la actividad de las demandadas antes que el actor, siendo que esta no aportado al expediente  a aclarar las situaciones previamente planteadas, los derechos reclamados o la sentencia solicitada, si no que se ha limitado a decir que ha consignado y enviado  a los despachos judiciales causantes del embargo, lo cual no fue así, pesar de la violación de los derechos adquiridos ´por entidades del Estado a sus administrados. Por ello solicita se concedan las pretensiones de la demanda.
CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA
Mediante escrito allegado el día 11 de junio de 2019, visible a folios 267-271, la apoderada de la entidad accionada, se ratifica en los mismos términos de la contestación aportada, manifestando que de acuerdo a lo probado dentro del expediente, es claro observar que contrario a lo que manifiesta el demandante, al entidad que representa ha dado cumplimiento integro a la totalidad de disposiciones legales que rigen sus actuaciones administrativas, adicionalmente en ningún momento giró recursos  prestacionales con destino al Juzgado 001 Promiscuo de Familia de Apartadó ya que los mismos fueron girados a la cuenta de ahorros 10032866694 que el señor José Alberto poseía en el Banco Bancolombia. 
Por lo que no se observa la presencia de un daño que deba se reparable por la entidad que representa, ya que no se cumplen con lo supuestos dictados por el Consejo de Estado, y esto en razón a que precisamente la retención de los dineros se realizó para garantizar una medida cautelar debidamente notificada por un ente judicial y en el momento que él fue informado del cese de la cautela, se procedió a ejecutar de manera inmediata el levantamiento, dejando a disposición del accionante los recursos respectivos, quien se acercó a solicitarlos y le fueron consignados en su cuenta de ahorros. Por eso insiste que se deben desestimar las pretensiones de la demanda.
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

Mediante escrito allegado el día 10 de junio de 2019, visible a folios 255-258, la apoderada de la entidad accionada, se ratifica en los mismos términos de la contestación aportada, manifestando que todas las actuaciones desplegadas por el Despacho judicial dan a entender que, aunque la Policía Nacional tenia conocimiento del levantamiento del embargo se siguieron realizando descuentos, pero de igual manera en el Oficio No S-2015-158394/ARPE-GROIN-1.10 de la Policía Nacional del 03 de junio de 2015, enviado al señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO, se hace referencia al tema en concreto “…no fue girado nombre del Juzgado”.
Insiste además que el demandante no tiene certeza quien debe devolver los dineros retenidos, lo único que se determina es que la Policía Nacional a pesar de tener conocimiento del levantamiento de la medida de embargo, continúa haciendo las deducciones.
Concluye manifestando que en el caso particular no se observan yerros que impliquen responsabilidad de la entidad que representa que hubiesen causado perjuicios susceptibles de indemnización, ya que no se reúnen los elementos jurisprudenciales que constituyen la responsabilidad patrimonial del Estado, razón por la cual no se desprende del medio de control impetrado por el demandante, ningún título de imputación en contra de la Rama-Judicial-C. S de la J.  
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Mediante escrito presentado el 10 de junio de 2019, visible a folios 261-262, la entidad accionada se ratifica en los términos expuestos en la contestación de la demandada, insistiendo en que en el caso particular no es posible establecer una responsabilidad en los términos del artículo 90 de la Constitución, toda vez que no existe medio de convicción que haga pensar que tal y como se afirma en la demanda, omisión por parte de la policía nacional por acción y/o omisión de los hechos narrados.
POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL: El Procurador judicial delegado ante Despacho, guardó silencio y no intervino para presentar alegato de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
La controversia jurídica se contrae a establecer: cuál es la entidad llamada a reparar los perjuicios ocasionados al señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO con ocasión a la medida de embargo y retención de dineros decretada dentro del proceso de fijación de cuota alimentaria No 2000-00318 que se tramitó en el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado -Antioquia. 
Así entonces, deberá analizarse si el daño le es imputable a la NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL — POLICÍA NACIONAL, — RAMA JUDICIAL — DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL y CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA y bajo qué título de imputación.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: ya resuelta en audiencia inicial.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 4 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
3.1 MARCO JURIDICO Y NORMATIVO. 

Promueve la parte actora el medio de control de Reparación Directa, consagrado en el artículo 140 del C.P.A.C.A, que nace de acuerdo a la norma, por la existencia de un hecho dañoso, negligente u omisivo, de la operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa, derivada del actuar del Estado o sus entidades, lesionando al particular u otra entidad o institución, para lo cual tanto el particular como la institución o entidad que promueven la acción, buscan la declaratoria de una responsabilidad patrimonial del Estado y su consecuente reparación por los daños causados, es si que para predicar la responsabilidad el elemento esencial, es la existencia de un daño que no se está en el deber legal de soportar.

3.2 DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO.
Esta figura se encuentra consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política, como aquella responsabilidad generada por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, en ese orden el inciso primero de la norma en mención consagra:  

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”

En síntesis, el Estado está obligado a reparar los daños y perjuicios que ocasione a los particulares siempre que ellos no estén obligados a soportarlos por imperativo explícito u otro vínculo jurídico, y que surjan como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. La Ley 1437 de 2011 en su artículo 140 consagra el medio de control de Reparación Directa, brindando la posibilidad al interesado de demandar por esta vía la reparación del daño causado surja de un hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Nuestro órgano de cierre
 aplicando la figura de la responsabilidad, ha mantenido en su jurisprudencia, que la norma constitucional basó esta figura en el daño antijurídico, como pilar estructural del nuevo régimen, pero manteniendo como título de imputación general el de la falla en el servicio.  Manifestó la Alta Corporación que en principio no juega como problema establecer la culpa, porque la norma constitucional desplaza dicho problema de la antijuridicidad a la conducta de la autoridad administrativa y la radica en la antijuridicidad del daño.  De esta forma no importa si el actuar de la Administración fue legal o no para determinar esa responsabilidad, ya que la antijuridicidad no se predica del comportamiento, sino del daño sufrido por el afectado, que puede surgir de una actuación legítima de la Autoridad.  Aun así, la jurisprudencia continúa aplicando los diferentes regímenes de imputación que desde tiempo atrás vienen siendo decantados, ya que ellos han facilitado el proceso de calificación de la conducta de las entidades del Estado y han determinado la existencia del daño y del nexo causal.

En ese orden de ideas, el régimen de imputación por excelencia es entonces el de falla del servicio, en el que se encuentra inmersa la responsabilidad a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos esenciales como son: i). El daño antijurídico sufrido por el interesado; ii).  La falla del servicio propiamente dicha, esto es, el deficiente funcionamiento del servicio; y, iii) Una relación de causalidad entre los dos elementos anteriores, con la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia de la falla en el servicio.

Pero es necesario precisar que el título de imputación por responsabilidad patrimonial del Estado, se exterioriza en tres figuras diferentes: i) La común o general, Falla (probada o presunta), ii) El Riesgo excepcional, y, iii) El Daño especial. Y sólo al momento de imputarse esa responsabilidad, se hace necesario examinar a cuál de estos tres títulos se atribuye la misma, a efectos de establecer a quien corresponde la carga de probar el daño y que elementos de la responsabilidad deben ser demostrados.  También corresponde al Juez examinar, teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, el régimen aplicable, evaluando la previsibilidad o no del daño y las circunstancias que rodearon el hecho que lo causo.
3.3 DE LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en su artículo 90 en virtud del cual, el Estado será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. De tal artículo, son dos los postulados que fundamentan dicha responsabilidad, a saber: ir) El daño antijurídico, y Ola imputación del mismo a la administración.
3.3.1 Del daño antijurídico 

El primer elemento de la responsabilidad que se debe analizar es la existencia o no del daño y si el mismo puede ser considerado como antijurídico, es decir, que la víctima no estaba en la obligación de soportarlo, ya que sólo cuando se ha evidenciado la existencia de un daño antijurídico, se hace necesario analizar el segundo de los elementos de la responsabilidad; esto es, la imputación.
La noción de daño antijurídico como primer elemento de la responsabilidad del Estado, la Corte Constitucional en sentencia C-333 de 1996, precisó que es:
"(...) El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. La Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. Asi,' la responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello, el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente, no basta que el daño sea antijurídico, sino que éste debe ser además imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública. (...). 

En igual sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado Consejo de Estado; Sección Tercera del 13 de junio de 2013; Expediente No. 28062, frente al daño antijurídico, indicó que:
“(…) Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que consistirá siempre en la lesión patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar''. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas (…)”

Respecto de las características que debe cumplir el daño a efectos que tenga la virtualidad de ser objeto de indemnización, se han establecido las siguientes:

"(...) Para que un daño sea indemnizable, es indispensable verificar ex ante la configuración de los elementos que lo estructuran, es decir, que sea cierto, actual, real, determinado o determinable y protegido jurídicamente. En síntesis, estos elementos parten de la premisa según la cual, la antijuridicidad del daño no se concreta solo con la verificación de la afectación o vulneración de un derecho o de un interés legítimo, sino con los efectos antijurídicos desatados por la lesión que inciden en el ámbito patrimonial o extra patrimonial (...)”

 En tal sentido, tal como lo ha indicado la jurisprudencia del Consejo de Estado, que por fuera de un reconocimiento indemnizatorio el daño eventual o hipotético, se ubica en un plano meramente conjetural o hipotético, el cual no reviste las condiciones necesarias para ser pueda determinarse.
3.3.2. De la imputación de la responsabilidad 

Ahora bien, respecto del segundo postulado que fundamenta la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado, esto es, la imputación, la cual, de acuerdo con el Consejo de Estado, Sección Tercera; Sentencia del 12 de julio de 1993; Exp. 7622 supone "( ) el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política ( ...), ha sido dividida en i) imputación fáctica y ir) imputación jurídica; al respecto la Sección Tercera del Consejo de Estado, ha indicado que:

“(…) La imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación Táctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas (...).”

El Consejo de Estado ha precisado que las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas, cuando éstas tienen algún nexo con el desarrollo de la función administrativa, es decir, que la sola calidad de funcionario o servidor público que ostente el autor del hecho, no es suficiente para atribuir la responsabilidad del Estado. En efecto, en sentencia de 10 de febrero de 2011, se indicó:

“(..) No cualquier actuación dañosa de los funcionarios o agentes administrativos conlleva imputación de responsabilidad a la administración de quien dependen o en la que están encuadrados. Se requiere en todo caso para que opere el mecanismo de atribución a la administración del deber de reparar un daño patrimonial, que la actuación lesiva de la persona autora material de éste pueda calificarse como propia del "funcionamiento de los servicios públicos". Es decir que la conducta del agente de la administración productora del evento dañoso suponga una manifestación del desempeño o ejercicio del cargo público, presentándose externamente entonces el resultado lesivo como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público. Por tanto, la Administración no responde de los daños causados por la actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, es decir, la llevada a cabo absolutamente al margen de las funciones del cargo público; en una palabra, la realizada fuera del servicio público. En definitiva, el fenómeno jurídico de la imputación de responsabilidad civil a la administración no se produce en aquellos supuestos de daños resarcibles en los que el funcionario se presenta frente al sujeto dañado en su calidad de persona privada, desprovisto, por tanto, de toda calificación jurídico pública (…)"

Con fundamento en lo anterior, el Despacho establecer si en el presente asunto se configuraron los elementos para declarar la responsabilidad de las entidades demandadas.
3.4 LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR LAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
La Constitución de 1991 consagró la responsabilidad del Estado por "los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas", previendo una fórmula general de responsabilidad, con fundamento en la cual no quedaba duda de que había lugar a exigir la responsabilidad extracontractual del Estado por acción u omisión de la administración de justicia.
Posteriormente, la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, reguló ampliamente la responsabilidad del Estado y de sus funcionarios y empleados judiciales, determinando tres supuestos: el error jurisdiccional (art. 67), el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (art. 69) y la privación injusta de la libertad (art. 68).

 En este escenario, resulta necesario hacer la distinción entre el error judicial o jurisdiccional, y el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. Así pues, el primero se predica frente a las providencias judiciales por medio de las cuales se declara o se hace efectivo el derecho subjetivo, en tanto que el segundo se produce en las demás actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias judiciales.
Así también lo previó el legislador cuando dispuso que fuera de los casos de error jurisdiccional y privación injusta de la libertad, "quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación "(Art. 69 ley 270 de 1996).
Respecto a este tema en particular se ha pronunciado el máximo órgano de la jurisdicción contencioso administrativa, en sentencia de fecha 10 de mayo de 2001 del H. Consejo De Estado, Sección Tercera, Consejero Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque, Radicación Número: 25000-23-26-000-1992-8344-01(12719), Actor: Carmen Alicia Bello De Ruiz, Demandado: Nación -Ministerio De Justicia, diferenciando con precisión las nociones de error judicial y defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. Veamos:
"...A propósito de la distinción entre el error judicial y el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia ha dicho la doctrina española que el error judicial se predica de las actuaciones en las cuales se interpreta y aplica el derecho, en tanto que la responsabilidad por funcionamiento anormal de la administración de justicia se produce en las demás actuaciones judiciales necesarias para realizar el juzgamiento o la ejecución de las decisiones judiciales. Es ese el alcance que tiene el artículo 69 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, cuando define por exclusión el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia al señalar que fuera de los casos de error jurisdiccional y privación injusta de la libertad, supuestos en los cuales se está frente a una decisión jurisdiccional, "quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación". Se destaca que la responsabilidad del Estado por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia no ha sido objeto de discusión y se ha admitido en forma pacífica de tiempo atrás..."

Posteriormente, sobre el mismo tema, nuestro órgano de cierre en sentencia 22 de noviembre de 2001 - Consejo De Estado, Sección Tercera, Consejero Ponente: Ricardo Hoyos Duque, Radicación Número: 25000-23-26-000-1992-8304-01(13164, Actor: Fernando Jiménez Y Carlos Hernando Ruíz Peña, Demandado: Nación - Ministerio De Justicia, señaló:
“...El error jurisdiccional se predica frente a las providencias judiciales por medio de las cuales se declara o se hace efectivo el derecho subjetivo, en tanto que la responsabilidad por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia se produce en las demás actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias judiciales. La doctrina española para diferenciar el error judicial del defectuoso funcionamiento explicó: "... nos encontramos en el dominio de la responsabilidad por funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, siempre y cuando la lesión se haya producido en el 'giro o tráfico jurisdiccional; entendido éste como el conjunto de las actuaciones propias de lo que es la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (excluidas las actuaciones de interpretar y aplicar el Derecho plasmadas en una resolución judicial que, como se acaba de indicar, caerán en el ámbito del error judicial); a sensu contrario, no entrarían en este concepto aquéllas actividades que produjesen un daño -incluso si éste fuese identificado plenamente como achacable a la actuación de un Juez o Magistrado -si su actuación no se hubiese realizado en el mencionado 'giro o tráfico jurisdiccional', sino en otro tipo de actuaciones distintas. En definitiva, en el régimen establecido para la responsabilidad por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia habrán de incluirse las actuaciones que, no consistiendo en resoluciones judiciales erróneas, se efectúen en el ámbito propio de la actividad necesaria para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado o para garantizar jurisdiccionalmente algún derecho'. Así también lo previó el legislador colombiano cuando dispuso que, fuera de los casos de error jurisdiccional y privación injusta de la libertad, 'quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación" (Art. 69 ley 270 de 1996) ..."
Ahora, en tratándose del denominado "error judicial", la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado como requisitos para que se configure este, los siguientes: i) que el error estuviera contenido en una providencia judicial en firme, ii) que se incurriera en error fáctico o normativo, iii) se causara un daño cierto y antijurídico, y iv) el error incidiera en la decisión judicial en firme.
Así lo estableció en providencia calendada el 27 de abril de 2006, en la que textualmente expuso:
“a) En primer lugar, del concepto mismo, es lógico inferir que el error jurisdiccional debe estar contenido en una providencia judicial que se encuentre en firme. Efectivamente, aun cuando una decisión judicial resulte equivocada, sí ésta aún puede ser revocada o modificada, el daño no resultaría cierto, pues el error no produciría efectos jurídicos y, además, podría superarse con la intervención del superior funcional (). "b) Tal y como se deduce de pronunciamientos anteriores de esta Sección'5, el error jurisdiccional puede ser de orden fáctico o normativo. El primero, supone diferencias entre la realidad procesal y la decisión judicial, porque i) no consideró un hecho debidamente probado o se consideró como fundamental un hecho que no lo era, o se presentan distancias entre la realidad material y la procesal, i) porque no se decretaron pruebas conducentes para determinar el hecho relevante para el derecho o fi") porque la decisión judicial se fundamentó en un hecho que posteriormente se demostró que era falso). El error normativo o de derecho, supone equivocaciones en la aplicación del derecho, pues se aplicó al caso concreto una norma que no era relevante o se dejó de aplicar una directa o indirectamente aplicable al mismo y, fi.) cuando se aplicaron normas inexistentes o derogadas u otros similares. "c) El error jurisdiccional debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico, esto es, que el titular no tenga la obligación jurídica de soportar. Con ello, entonces, se excluyen las decisiones que se mueven en la esfera de lo cuestionable o las sentencias que contienen interpretaciones válidas de los hechos o derechos. "d) La equivocación del juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme, pues como bien lo sostiene la doctrina española: "el error comentado (judicial) incide exclusivamente en la potestad jurisdiccional que se materializa en la sentencia o resolución -auténtica declaración de voluntad del órgano que ostenta aquélla-, siempre ha de consistir en aplicar la norma que a cada supuesto corresponde, el error ha de radicar en un equivocado enjuiciamiento o no aplicación a aquél de la solución únicamente querida por el legislador”
Teniendo en cuenta lo anterior, procede el Despacho a verificar si en el presente asunto, se encuentra configurada la responsabilidad patrimonial de la Nación -Rama Judicial.
3.4. EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD.
Tanto la Doctrina, como la jurisprudencia, han establecido las siguientes eximentes de responsabilidad: Fuerza Mayor, Caso Fortuito, Culpa exclusiva de la víctima y el hecho exclusivo y determinante de un tercero.  Para invocar alguna de estas eximentes se requiere la existencia de tres elementos: 1. Irresistibilidad o imposibilidad del obligado a realizar un determinado comportamiento, resultando el daño inevitable que configure una causa extraña; 2. Imprevisibilidad o aquella situación que no es posible prever anticipadamente, en otras palabras, que el hecho causante del daño no sea previsible antes de su ocurrencia o que siéndolo sea súbito o repentino; y, 3. Exterioridad respecto del demandado, esto es, una causa extraña no imputable a éste del que no tiene deber jurídico de responder.

4. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO.

4.1 Aportadas con la demanda y contestación de la demanda: (folios 5-32, 63-71, 85-136 del cuaderno No 1 y Cuaderno No 2)
-Respuesta radicada 20150070676 

-Respuesta radicada 033523 

-copia oficio 410 del juzgado promiscuo de familia. 

-Copia auto de sustentación Nro 578. 

-Copia hoja de administración de cesantías 

-Copia de de radicado 20140002910 
-Respuesta Rad No 18-01-201607280055555 de fecha 29/07/2016

-Antecedentes allegados por el C.S de la J.

-Antecedentes allegados por la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA
-Respuesta a exhorto No 812, expediente prestacional 
4.3 Análisis de la responsabilidad en el caso concreto, de acuerdo a la prueba aportada: 
De conformidad con lo que ha establecido nuestro órgano de cierre, al analizar este tipo de procesos, es necesario dilucidar inicialmente, lo referente a la existencia o no del daño y si este puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la inferencia de la existencia del daño antijurídico se debe efectuar la estimación del otro elemento de la responsabilidad estatal, es esto, el título de imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los diferentes títulos que para el caso en particular ha de analizarse.

Así las cosas, en el asunto objeto de estudio se requiere establecer cuál es la entidad llamada a reparar los perjuicios ocasionados al señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO con ocasión a la medida de embargo y retención de dineros decretada dentro del proceso de fijación de cuota alimentaria No 2000-00318 que se tramitó en el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado -Antioquia. 
Con base en la motivación y justificación anterior, y ateniéndose estrictamente a las pruebas obrantes en el proceso, esta Agencia Judicial analizará el supuesto daño antijurídico en el caso concreto. 
De lo probado en el expediente tenemos que:

-El proceso de fijación de alimentos con radicado No 2000-0318, en donde es demandante, Nidia de Jesús Cataño Arenas y Demandado, José Alberto López Mazo, adelantado ante el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, se profirió fallo el día 19 de noviembre de 2001 y mediante auto de fecha 3 de abril de 2002, se ordenó el levantamiento de la medida de embrago sobre el salario del demandando, expidiéndose el respectivo oficio el di 02 de mayo de 2005. ( fls 66 del expediente)  
-Que mediante oficio No 410 de fecha 02 de mayo de 2005, mediante el cual el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, ordeno levantar la medida de embargo en su totalidad por todos los rubros que percibe el señor José Alberto, como agente de la Policía Nacional, fue recibido por parte del al Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía el día 05 de octubre de 2011 a las 5:18:15, conforme al sello de recibido visible a folios 93 del expediente.

-Que mediante respuesta requerimiento No 20110095676 la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía informa al Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, que “ en atención a su solicitud radicada en la entidad bajo el numero de le referencia de fecha cinco 05 de octubre del año 2011, me permito indicar que en cumplimiento del oficio 410 adiado de dos (02) de mayo de 2005 emitido por el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, se informa: que la entidad procedió a dar tramite al levantamiento del embargo que se tenia sobre la cuenta individual de administración de cesantías del señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO identificado con la cedula de ciudadanía número 71.972.489…” ( fls 94)
-Que mediante respuesta a solicitud No 20110080942 de fecha 16 de septiembre de 2011, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía informa al accionante que: “…en ese orden de ideas y de conformidad con la petición elevada en interés particular de manera respetuosa nos permitimos informarle que el sistema registra una  medida cautelar por parte del Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado, consistente en el embargo de sus cesantías por un valor de UN MILLON CUATROCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL, NOVECIENTOS CINCUENTA PESOS M/CTE ($ 1.435.950)  a favor de la señora NIDIA DE JESUS CASTAÑO ARENAS. Por lo anteriormente expuesto es necesario que allegue a la entidad orden emitida por el Juzgado, donde nos indique que la medida cautelar se levanta para que así se proceda al desembargo de su cuenta individual…” ( fls 92)
-Que, según hoja de administración de cesantías, en los meses de octubre y septiembre de 2011, por concepto de obligaciones deducibles aparece “embargo 001 promiscuo Familia Apartadó 10% (*) Nidia de Jesús Castaño Arenas c.c 39302578” ( fls 5-6)
-Que mediante resolución No 00110 de 20 de enero 2015 “por al cual se resuelve recurso de apelación dentro del Expediente prestacional No 71.972.489 IJ ® JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO”, se indicó: “…Que atendiendo la orden emitida por el Despacho judicial de forma literal, se establece levantamiento de la medida únicamente sobre el salario, determinando que el valor de la cuota correspondiente al 10% se mantiene frente a las prestaciones sociales, las cuales fueron descontadas en la liquidación de la indemnización por disminución de la capacidad laboral No 10422 del 22 de julio de 2014, conforme se ha resaltado a lo largo de esta disertación” (fls 20-23).
En este caso se encuentra demostrada la responsabilidad de la Policía Nacional al no haber efectuado una interpretación adecuada de la orden emanada del Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó y haber efectuado los descuentos sobre el 10% de las prestaciones sociales del señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO sin tener en cuenta que conforme le fue comunicado por dicho despacho judicial, en el oficio 410 del 02 de mayo de 2005, se “ordeno levantar el embargo en su totalidad de todos los rubros…”
Así mismo se encuentra demostrada la responsabilidad del C. S de la J, ya que el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, tal y como lo certificó la misma Corporación (fls 66), solo expidió el oficio de levantamiento de embargo el 02 de mayo de 2005, es decir, 3 años y 28 días, después del auto de sustanciación que ordeno el mismo, el día 03 de abril de 2002.
Igualmente, del examen de las pruebas que obran en el expediente, se denota una falta de atención por parte de las entidades accionadas sobre las peticiones de aclaraciones y solicitudes de desembargo realizadas tanto por el afectado con la medida, como por las mismas entidades implicadas que no tenían claridad acerca del levantamiento de la medida ( fls 92), aspecto que merece especial importancia puesto que de haberse dado respuesta efectiva a tales pedimentos, en criterio de Despacho, el yerro cometido hubiera podido subsanarse desde el inicio del proceso y no después de tantos años de venirse cometiendo el mismo.
Se insiste entonces que el error cometido por la Policía Nacional al efectuar el descuento sobre las prestaciones sociales del demandante, fue puesto en conocimiento (fls 07, 20-23, 68, 92) por el aquí demandante, sin embargo, se siguieron efectuando los mismos, pese a que ya había medida de levantamiento por parte del Juzgado, sin embargo  a pesar de tales pedimentos del demandante y solicitudes, no se atendieron las mismas, ni se adelantaron las actuaciones pertinentes a fin de subsanar el error que se venía cometiendo, más aun teniendo en cuenta que por orden del mismo despacho, los dineros que la Policía estaba consignando a órdenes del proceso, no se estaban verificando y que las deducciones realizadas se estuvieran haciendo en forma correcta. 
Ello deviene entonces en la obligación para la Rama Judicial de concurrir a la reparación del daño por defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, lo anterior no excusa de responsabilidad también a la Policía Nacional, pues como se dejó sentado anteriormente, el punto de partida para que se hicieran los descuentos indebidos sobre el 10% de las prestaciones sociales devengadas por el actor, estuvo en la errada interpretación que esta diera a la orden de embargo y retención de salarios que le fuera comunicada en su momento por el Juzgado Promiscuo de Familia de Apartadó, extralimitándose así en sus funciones e interpretar una orden clara dada por el despacho en mención, en relación con el levantamiento de la medida cautelar, llevada a cabo en el proceso ya referenciado, por lo que el daño del que fuera víctima el aquí demandante, le resulta imputable tanto a la Nación — Ministerio de Defensa —Policía Nacional, como a la Rama Judicial. 
Sin embargo, el Despacho advierte que en relación con la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, no habrá de imponerse condena alguna, en el entendido que, esta como administradora de las cesantías de los miembros de la fuerza pública, solo tuvo conocimiento de la medida de levantamiento el día  05 de octubre de 2011 a las 5:18:15, conforme al sello de recibido visible a folios 93 del expediente, inclusive ante las diferentes peticiones elevadas por parte del actor, dicha entidad en oficio No GSAC-63372, le contesto al demandante, que era necesario que allegará una orden emitida por el Juzgado Promiscuo de Familia, para proceder al desembargo de la cuenta individual, ante la medida cautelar decretada. (fls 92); igualmente ante la notificación del levantamiento de la medida mediante oficio 410 del 02 de mayo de 2005 proveniente del Juzgado Promiscuo de Familia de Apartado, dicha entidad procedió de conformidad a dar tramite al levantamiento del embargo sobre la cuenta individual de administración de cesantías del señor José Alberto, tal y como consta a folios 94 y siguientes del expediente.
Por lo que debe entenderse entonces que, la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la calidad que tiene una parte procesal para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar la existencia de dicha relación, razón por la cual no es dable condenar a esta entidad sin existir elementos de juicio suficientes para ello.
Por todo lo anterior, existen razones suficientes para declarar de responsabilidad del Estado y por ello, el Despacho se pronunciará en la tasación de los perjuicios solicitados en la demanda.
5. De los Perjuicios, su demostración y tasación.
5.1 Perjuicios morales 

El perjuicio moral es aquel que deviene del fuero interno, del dolor y angustia causados en este caso por los perjuicios ocasionados al señor José Alberto; como lo ha contemplado el Órgano de Cierre de este Jurisdicción
, el cual nace de la sola presunción judicial de su existencia y en razón del daño causado, por la simple experiencia que permite conocer a todo sujeto el sufrimiento por la sola generación del daño.
La Jurisprudencia Contenciosa
 ha elaborado una serie de parámetros que deben ser tenidos en cuenta para tasar los perjuicios inmateriales, concediendo por ejemplo el equivalente de 100 S.M.L.M.V., cuando se trata de muerte, pero no constituye esto un obstáculo, para que, si el Juez observa especiales circunstancias que hagan más gravosa la situación de la víctima o se vean comprometidos derechos humanos, esos parámetros se superen, siempre que se encuentren debidamente probados.  En el caso concreto habrá de concederse la siguiente cantidad:
	Nombre 
	S.M.L.M. V

	JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO
	5


6. Condena en Costas: En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 
En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandada, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003 y 2222 de 2003, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura. 

Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (4%) de las pretensiones reconocidas en esta sentencia. 

Las demás costas liquídense por secretaría.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A:

PRIMERO: Se declara prospera la excepción de ausencia de responsabilidad propuesta por LA CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA, por los motivos expuestos en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: DECLARAR administrativa y extra contractualmente responsables a la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y NACIÓN - RAMA JUDICIAL-C. S de la J, por los perjuicios ocasionados al señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO.
TERCERO: CONDENAR a la NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y NACIÓN - RAMA JUDICIAL-C. S de la J a pagar en un 50% cada una y a favor del señor JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO la suma de los perjuicios morales reconocidos esto es: 

	Nombre 
	S.M.L.M. V

	JOSE ALBERTO LOPEZ MAZO
	5


Así mismo se le ordenará, si hay lugar a ello, a la NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL, le reembolse al demandante los correspondientes descuentos no autorizados de sus prestaciones sociales que no le pudieron ser reintegrados al actor, indexados a la fecha de la presente providencia.
CUARTO: LA NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y NACIÓN - RAMA JUDICIAL -C. S de la J, darán cumplimiento a esta sentencia en los términos previstos en el artículo 192, 194 y 195 de CPACA y reconocerán intereses en la forma prevista en el artículo 192 ibidem. 

QUINTO: CONDENAR en costas a la NACIÓN — MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL y NACIÓN – RAMA JUDICIAL C.S de la J, a título de agencias en derecho, conforme se expuso en la parte motiva de la providencia, a un 4% del valor de las pretensiones concedidas en la presente, porcentaje que será pagado por ambas entidades en montos Iguales. Liquídense por Secretaría.

SEXTO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ
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